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J. INTRODUCCION 

El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, como los demás derechos funda­
mei:tafcs, aparece consagrado, con· fórmula·s más o menos afortunadas, en todas 

• Texto de la conferencia dictada en el ciclo de conferencias sobre la Justicia Administrativa en 
Costa Rica, San José, abril 1986. 
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las Constituciones. Desde la de Chile de 1980 a la de Guatemala de 1985, desde la 

italiana de 1947 a la de la República del Irán de 1979. Todos los Estados, hayan o 

no suscrito la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Tratado internacional 
de derechos políticos, reconocen en sus Constituciones el derecho a la tutela de los 
Tribunales. Y, en casi todos, no pasa de ser una declaración constitucional que no 
llega a la realidad social. En términos propios del tema que nos ha correspondido 
tratar, podríamos decir que estamos ante puros pronunciamientos declarativos, no 
constitutivos. Y mucho menos de condena. 

Vuestra Constitución de 1949 reconoce el derecho en esta bellísima fórmula de 
su art. 41 : "Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las inju­

rias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe 
hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con 
las leyes". 

La tutela jurisdiccional efectiva comporta plenas potestades del juez para la total 
y completa satisfacción de las pretensiones conforme al ordenamiento jurídico que 
ante él . se formulen: Comporta la plena jurisdicción del juez para "juzgar y hacer 

ejecutar lo juzgado", a fin de que el ordenamiento jurídico se realice, ponga fin a la 
situación litigiosa que dio lugar a su intervención y se restablezca el orden jurídico. 

Estamos tan acostumbrados los administrativistas a oír, leer y hablar de anula­
ción y plena jurisdicción, como de dos realidades jurisdiccionales radicalmente distin­

tas, que ha llegado a considerarse lo más natural del mundo la distinción, como si 
únicamente existiera jurisdicción plena al conocer determinadas pretensiones, que así 
se llaman. Olvidándose el origen histórico de la distinción, que si pudo resultar justi­
ficada como sistema para ir ampliando el ámbito del control jurisdiccional de la Ad­
ministración, resulta absurdo seguir manteniéndola en el momento actual. 

No existe más que una jurisdicción. No existe más que una forma de que la tu­
tela jurisdiccional sea efectiva. Y es reconociendo plena jurisdicción a los jueces. 

cualquiera que sea el orden jurídico en que ha de ejercerse ( civil, penal, administra­
tivo). Otra cosa es que, en ejercicio de esa plena jurisdicción, para satisfacer las pre­
tensiones de las partes, baste la simple anulación del acto objeto de impugnación. 

El administrado debe poder formular frente a la Administración cuantas preten­
siones fueren necesarias para la defensa de sus derechos e intereses legítimos. El juez 

debe pronunciarse en la sentencia sobre cuantas cuestiones puedan plantearse en or­
den a la satisfacción de la pretensión. Y el juez debe tener potestades para que lo 

fallado en la sentencia sea cumplido. 

Existe, por tanto, una estricta correlación entre pretensión-fallo y ejecución. 

Cuando la tutela se demanda frente a una Administración pública, no existe "ju­
risdicción plena·· para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Ni siquiera en el conten­
cioso que, tradicionalmente, así se llama. A pesar de las impresionantes conquistas de 
las legislaciones en la sumisión de los entes públicos al control jurisdiccional, las po­
testades del juez al dictar sentencia se encuentran cercenadas y a la hora de la efec­

tividad del fallo las garantías se quiebran aparatosamente. En consecuencia, lo que se 
puede pretender del juez frente a la Administración no será todo lo que se puede 
pretender frente a cualquier otro sujeto de Derecho. 
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A las potestades del órgano del Poder Judicial se opondrán las prerrogativas de 
los órganos de los demás poderes del Estado. 

11. LA INDEPENDENCIA DE LOS PODERES EJECUTIVO Y LEGISLATIVO 

1 . La independencia de los Poderes Ejecutivo y Legislativo frente 
al Poder Judicial 

El principio de separación de poderes o, mejor dicho, una peculiar interpretación 
del principio, ha constituido el principal obstáculo a la tutela jurisdiccional efectiva. 

El famoso principio de separación entre Administración y Justicia conducirá a 
la interdicción más absoluta de los jueces de perturbar de cualquier forma la actua, 
ción de los órganos administrativos. Lo que se traducirá en la. exención jurisdiccional 
de la actividad administrativa. Los jueces no podrán, no ya ejecutar lo juzgado frei:ite 
a la Administración Pública, sino que ni siquiera podrán enjuiciar la conformidad a 
Derecho de la actividad de la Administración. Ni juzgar, ni ejecutar lo juzgado. 

Tal situación fue siendo superada mediante una progresiva jurisdiccionalización 
de los órganos a los que se confiaba el enjuiciamiento de la actividad administrativa 
y una ampliación de sus potestades. Pero la independencia del Poder Ejecutivo, con 
justificación de diversa índole ( el interés general, las necesidades públicas, la conti­
nuidad de los servicios públicos ... ) , aparece siempre· detrás de una serie de prerro­
gativas que constituyen importantes limitaciones del ejercicio de la función jurisdic­
cional frente a las Administraciones públicas. 

Mas hoy, los principales obstáculos a una eficaz tutela jurisdiécional frente al 
Estado, no radican sólo en la posición de prerrogativa del Ejecutivo. Radican también 
-y muy especialmente- en el Legislativo. Quizás hayamos vuelto a la situación de 
las Repúblicas americanas, que denunciaba Jefferson en 1789 al decir: "la tiranía de 
los legisladores es actualmente y será todavía por espacio de muchos años, el peligro 
más tremendo; y la del Poder Ejecutivo vendrá luego, pero en período más remoto" 1. 

La tiranía del Ejecutivo llegó. Y subsiste. Pero en connivencia con el Legis.lativo., con 
el que se ha fundido en los regímenes parlamentarios, quedando únicamente .-en 
tanto queda- el Poder Judicial como independiente del Poder político. En un régi­
men parlamentario sólo existen dos Poderes: el político y el jurisdiccional. 

2. El Poder Ejecutivo 

El Poder Ejecutivo o, mejor, la Administración Pública -y no sólo la del Esta­
do- ha sido ·investida de unas prerrogativas que suponen una nada despreciable esfe­
ra de inmunidades frente a los jueces. En tanto subsistan tales prerrogativas y en tanto 
se ejerciten con la arbitrariedad con que se ejercitan, resulta difícil hablar de tutela 
jurisdiccional efectiva frente a la Administración. 

t. En carta a MADISON, que cita TORQUEVILLE. Me remito a mi trabajo Administración 
pública y libertad, México, 1971, pp. 39 y s. 
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Los jueces no podrán en sus sentencias hacer pronunciamientos ni adoptar medi­
das para hacerlas efectivas que podrían hacer y adoptar frente a cualquier otro sujeto. 
La prohibición de despachar mandamientos de ejecución y de dictar providencias de 
embargo contra_ los caudales públicos supondrá limitar enormemente el ámbito de las 
pretensiones y sentencias de condena frente a la Administración Pública. 

Al lado de estas prerrogativas institucionales que consagran los ordenamientos 
jurídicos, está la fuerza del Poder Ejecutivo. En él radican los ·medios coercitivos para 
hacer efectivos los mandatos, la fuerza para eliminar cualquier resistencia que pueda 
oponerse a las decisiones del Estado. Cuando el mandamiento es judicial y el obligado 
es el propio Ejecutivo, nos encontramos con que tiene que obligarse a sí mismo, que 
la fuerza ha de utilizarse frente a los titulares de sus órganos . 

. No puede desconocerse el fundamento incuestionable de aquellas prerrogativas. 
No parece que puede seriamente admitirse la posibilidad del embargo y ejecución 
sobre bienes muebles e inmuebles que sirven de base a servicios públicos esenciales. 
De aquí las dificultades para que la regulación del proceso administrativo permita 
armonizar aquellas prerrogativas con garantías eficaces para la plena satisfacción de 
las pretensiones fundadas. 

3. El Poder Legislativo 

El legislador puede jugar también un importante papel a la hora de la efectivi­
dad de los fallos. Pues es al Parlamento al que corresponde la aprobación de los pre­
supuestos. Y el cumplimiento de las condenas al pago de cantidades líquidas ha de 
hacerse en la forma y dentro de los límites que permitan las partidas presupuestarias. 

En los miembros del Parlamento, investidos de una injustificada inmunidad, ra­
dica, por tanto, la potestad de hacer posible el cumplimiento de las condenas. Al me­
nos de las condenas al pago de dinero. 

Puede, indudablemente, existir arbitrariedad en las decisiones del Parlamento. En 
un sistema parlamentario, no es fácil que pueda darse una actitud del Parlamento 
colaboradora con el Gobierno en la obstacul;zación de la ejecución de un fallo. Ante 
una sentencia molesta, que no gusta -pensemos en una sentencia declarando una 
expropiación ilegal de importantes bienes-, que es _contraria a la política del Gobier­
no, ¿es que se van a dar facilidades para su ejecución? En el Parlamento podrá voci­
ferar la minoría -si la deja el Presidente de la Cámara respectiva-, pero nada más. 
Y, en último término, acudir a la Justicia constitucional por violación del derecho a 
la tutela judicial efectiva, que, en el mejor de los casos, acabaría en otra sentencia que 
no tendrá mejor destino que la del juez ordinario ante el bloque de inmunidad par­
lamentaria. 

Pero no siempre los obstáculos a la ejecución provenientes del Parlamento van a 
obedecer a razones bastardas. Los "representantes del pueblo" pueden también, actuan­
do correctamente, verse en la imposibilidad de poder atender los mandatos judiciales. 

Pues es un hecho incuestionable que la mayoría de los Estados, con unos dirigen­
tes que viven en la más insultante opulencia, asumen fines de muy diversa índole en 
proporción muy superior a los 'medios de que disponeri. Lo que se traduce en que la 
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Administración incrementa. considerablemente su actividad invadiendo todas las esfe­
ras, perfeccionando contratos de objeto muy diverso -desde campañas de imagen del 
Gobierno a la realización de importantes obras-, expropia, produce lesiones patri­
moniales. Consecuencia: la asunción de obligaciones costosísimas. Y hay que pagar 
las deudas que se acumulan. Y los intereses de las deudas. 

Pero todo tiene un límite. Hasta la capacidad tributaria del vil y despreciado 
ciudadano. Hasta la deuda pública, exterior o interna. Por lo que nada tiene de ex­
traño que los legisladores de un Estado en quiebra se encuentren en la imposibilidad 
de atender los mandatos judiciales. 

111. LAS ACCIONES EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO 

1 • La clasificación de las pretensiolles por la tutela solicitada del órgano 

j11risdiccio11a/ 

La eficaz tutela de los derechos o intereses puede exigir del Tribunal pronuncia­
mientos y, en su caso, actividades de ejecución, de naturaleza muy distinta. El de­
mandante solicitará en cada caso el pronunciamiento o pronunciamientos que consi­
dere necesario en defensa de sus derechos e intereses. 

En razón a la naturaleza de la petición y, por tanto, del contenido de la senten­
cia, se han clasificado las acciones o pretensiones y las sentencias en declarativas, cons­

titutivas y de condena. 
Lo que supone que en un proceso concreto única1nentc pueda pretenderse una 

sentencia que sea declarativa, constitutiva o de condena. Sino que puede pretenderse 
una sentencia que contenga pronunciamientos que permitan catalogarse en más de 
una de las categorías señaladas. Es más, esto será lo normal en un proceso adminis­
trativo. Pues, para el pleno restablecimiento de la situación jurídica vulnerada, no 
bastará la anulación del acto administrativo y consiguiente modificación de la rela­
ción jurídica dimanante del mismo (lo que sería objeto de una pretensión de senten­
cia constitutiva), sino la condena de la Administración Pública demandada a realizar 
una determinada prestación. 

2. Admisibilidad de los tres tipos de pretensiones en d proceso 
administrati1·0 

La posición de prerrogativa de las Administraciones Públicas ha determinado la 
imposibilidad de admitir en el proceso administrativo los tipos de pretensión que se 
dan en el proceso civil. Todavía no son admisibles en buen número de legislaciones 
y, concretamente, en algunas legislaciones de los países americanos de habla española. 
Pues la evolución legislativa ha seguido derroteros distintos en cada uno de ellos. 

No es este el caso de la Ley de Costa Rica. Como tampoco el de la Ley española . 
. A tenor de nuestras leyes, se ·puede pretender contra los Tribunales frente a una Ad­
ministración Pública lo mismo que podría pretenderse frente a cualquier otro sujeto 
de Derecho. Y los tribunales, por tanto, podrán, para satisfacer aquellas pretensiones, 
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hacer los mismos pronunciamientos que frente a una persona no investida de pre­
rrogativas. 

Ahora bien, el alcance y efectividad del fallo no será el mismo que el alcance 
y efectividad de la sentencia dictada frente a un particular. Un Tribunal del orden 
contencioso-administrativo de España o Costa Rica, puede incuestionablcmente dictar 
sentencias de condena. Puede, incuestionablemente, condenar al Estado o a cualquier 
otra entidad pública a realizar una prestación. Pero cuando condena al pago de una 
cantidad líquida, por ejemplo, ¿tiene el mismo alcance que cuando condena al pago 
de la misma cantidad a un particular? ... ¿Tiene el mismo sentido? Porque si lo que 
caracteriza a una sentencia de condena es la posible ulterior ejecución del fallo ante 

la resistencia del obligado, es indudable que la condena en uno y otro caso no será 
lo mismo. Aunque las expresiones del pronunciamiento de la sentencia sean idénticas 
a las que puede emplear el juez civil en una sentencia frente al particular. 

Lo que supone que no existen, propiamente, especialidades en el proceso admi­
nistrativo declarativo, empleando la expresión "declarativo" en sentido amplio como 
opuesto a "ejecutivo·•. Las especialidades existirán en el proceso administrativo de 
ejecución. 

En otras palabras, si los jueces han de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, el juez 
administrativo podrá juzgar plenamente; pero no hacer ejecutar lo juzgado. Al menos 
con plenitud de jurisdicción. 

En el proceso administrativo ¡:Í~drá hablarse de pretensiones declarativas, consti­
tutivas y de condena. Pero muy discutiblemente podrá hablarse de pretensiones de 
ejecución. 

A continuación, al estudiar los distintos tipos de pretensiones de cognición, nece­
·sariamente ha de hacerse referencia a la eficacia de la sentencia que recaiga sobre 

ellas y, por tanto, a su proyección en la ejecución del fallo. 

IV. PRETENSIONES DECLARATIVAS 

1 . Las pretensiones declarativas 

La pretensión es declarativa cuando lo que se pide al órgano judicial es la mera 
declaración de la existéncia o inexistencia de una relación jurídica. Sólo se pide una 

simple declaración sobre una relación jurídica. La finalidad perseguida es la certeza, 
la desaparición de la incertidumbre o de la inseguridad jurídica en que se halle el de­
mandante. La petición tiende a la constatación de una situación jurídica existente, 
sin que la imponga a persona determinada, aunque pueda darse interés en que la de­
claración se haga frente a alguien. 

Es indudable que en el ámbito del proceso administrativo, pueden darse preten­
siones declarativas. Pero en el sentido estricto señalado, el ámbito de las pretensiones 
meramente declarativas es sumamente reducido. No pueden clasificarse declarativas 
muchas acciones que se vienen considerando como tales. 

Pues si del acto administrativo que es presupuesto del proceso administrativo de­
riva una situación jurídica, aun cuando la pretensión deducida frente al mismo se con-
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cretase en pedir pura y simplemente una anulación, la pretensión no sería declarativa, 
pues la anulación comportaría la extinción de las situaciones jurídicas derivadas del 
acto y sería constitutiva, como después veremos. 

La pretensión será propiamente declarativa si el acto administrativo objeto del 
"recurso contencioso-administrativo" se hubiese dictado como consecuencia de una 
petición ante la Administración en que se solicitara de ésta, pura y simplemente, una 
declaración acerca de la existencia o inexistencia de una situación jurídica. El acto 
que degenera ( expresa o presuntamente) la petición, no supondría una transformación 
de la naturaleza de la petición cuando ésta se formulare ante el órgano jurisdiccional. 
El acto tendría como única finalidad el cumplimiento de un presupuesto procesal. Y 
la prestación procesal administrativa contendría como primer pedimento, por supuesto, 
la anulación del acto y, subsiguientemente, la declaración jurisdiccional acerca de la 
existencia o inexistencia de la relación jurídica que no declaró el acto. No se perse­
guiría una sentencia que en su momento fuese susceptible de ejecución, sino una de­
claración con la que se obtendría el beneficio "de la seguridad jurídica presente y 
futura, la certidumbre de los derechos y su normal disfrute, previniendo contra la 

violación de los mismos 2 • 

El acto administrativo objeto de impugnación en el proceso ac!ministrativo, al 
denegar la petición declarativa formulada ante la Administración, normalmente com­
portará algo más que la pura denegación de una declaración: la denegación del reco­
nocimiento de una situación jurídica, con las consecuencias que ello comportaría. Por 
lo que la tutela jurisdiccional efectiva exigiría que el Tribunal 'no se limitara a la 
anulación del acto, sino que exigiría el r,cconocimiento de la situación jurídica indi­

vidualizada. 

Aun así, si la pretensión y el fallo se limitaran al simple reconocimiento de una 
situación jurídica existente, ello no desvirtuaría su carácter declarativo. Pues la sen­
tencia no produciría el efecto de crear una situación jurídica no existente (lo que de­
terminaría el carácter constitutivo de la pretensión y de la sentencia), sino la simple 
constatación de la situación jurídica previniendo contra actuaciones futuras. Por ejem­
plo, la simple declaración de la condición de funcionario público, si sólo se pretende 
esto, y no consecuencias deriva·das de ello, que exigieran su prestación (pago de habe­
res, admisión a un concurso, etc.), en cuyo caso la pretensión -y sentencia- serían 
de condena. 

De lo expuesto se desprende el limitado campo de aplicación de este tipo de pre­
tensiones en el proceso administrativo .. 

En la ponencia en la Segunda Comisión de reforma de la Ley de la jurisdicción 
contencioso-administrativa de Costa Rica, se regula expresamente este tipo de preten­
sión en la proposición de reforma del art. 22. El apartado 8 de la propuesta de refor­
ma de este artículo, dice: 

2. Que es lo que caracteriza a las pretensiones declarativas. PRIETO CASTRO, Tratado de De­
recho procesal civil, 2~ ed., Pamplona, 1985, I, p. 443. Al estudiarse el proceso administrati­
vo, no suele admitirse la clasificación de acciones civiles. Se parte de criterios distintos. (Cfr. 
por ejemplo, RAMIREZ ARCILA, Fundamentos procesales y pretensiones conuncioso-admi­
nistratiras, Bogotá, 1983, en especial, pp. 117 y ss.). 
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."El demandante podrá pedir se declare la existencia o contenido, o la inexisten­
cia, de una relación jurídica con la Administración, lo mismo que la ilegitimidad 
de un acto o comportamiento de esta última, sin pedir simultáneamente ni la 
anulación del acto ni condenatoria alguna, pero ha de demostrar suficientemente 
legitimación procesal para hacerlo y que son imposibles -por prematuras o 
tardías- la acción anulatoria o resarcitoria correlativas''. 

Es indudable que para el ejercicio de este tipo de acción, adquiere especial relie­
ve el tema de la legitimación. El demandante debe Óstentar interés directo en la decla­
ratoria. Pero no parece necesario limitar la legitimación en los términos de la pro­
puesta de la Ponencia. 

Quizás, también sea correcto catalogar entre las pretensionc~ meramente declara­
tivas aquellas en que lo que se solicita del Tribunal es la declaración de la nulidad de 
pleno derecho. Limitada ésta a los supuestos realmente excepcionales ~n Derecho ad­
ministrativo de nulidad absoluta, parece evidente que cuando la sentencia accede a la 

pretensión y la estima, declarando la nulidad, no modifica la realidad jurídico-mate­
rial, sino que no hace otra cosa que reconocer cuál era -y es- ésta. 

Por último, asimismo podría considerarse meramente declarativa la pretensión 
de que se declare ilegítimo un acto futuro, a que se refiere el apartado 4 del art. 22. 
Ahora bien, en cuanto no se limita la petición al juez a tal declaración y se extiende 
a ordenar que cese su preparación, se está regulando una pretensión de condena. 

'"'> Las setencias declarativas 

Serán sentencias declarativas las que satisfacen una pretensión de esta naturaleza. 
Pero también son declarativas todas las sentencias que deniegan la actuación de la 
pretensión, cualquiera que fuere la naturaleza de ésta, aunque no sea declarativa. 

Si la sentencia no actúa la pretensión, bien porque la declara inadmisible (arts. 59, 
a) y· 60, LJCR; art. 81, l, a) y 82, LJE) o porque la desestima o declara improÚ­
dcnte (art. 61, l, LJCR; art. 83, 1, LJE), la sentencia será declarativa 3 • 

Si la sentencia es estimatoria de la pretensión, como la estimatoria de cualquier 
otro tipo de pretensión, contendrá un primer pronunciamiento: anulación del acto. El 
acto que fue el presupuesto que dejó abierta la vía procesal debe quedar anulado. 
Ahora bien, para que la sentencia sea meramente declarativa en sentido estricto -y 

no ·constitutiva- es absolutamente necesario que se hubieren limitado a denegar la 
declaratoria solicitada de existencia o inexistencia de una situación jurídica. 

3. Efectos 

A. Eficacia jurídico-material 

La sentencia meramente declarativa no producirá efectos directos en las relacio­
nes jurídico-materiales. La sentencia no altera la realidad jurídica material existente 

3 . . GUASP. Dereclzu procesal civil, ::!l.1 reimpresión de la 3~ ed., :tvladrid, 1977, I, pp. 514 y s.; 
GONZALEZ PEREZ. Derecho procesal admfr,istratil'o, 2::_i ed., Madrid, 1966, II, p. 901. 
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antes de incoarse el proceso en que se dictó. La realidad jurídica es· 1a , misma, antes 
y después de la sentencia. _La sentencia se limita a declarar cuál era y es esta realidad . 
. Unicamente puede producir efectos reflejos o indirectos. Si se declara la existencia 
de una situación jurídica existente, la sentencia producirá el efecto de dar firmeza a 
la situación jurídica y podrá servir de base a la posible constancia de la misma en el 

· Registro correspondiente. 

B. Eficacia j11ridico-procesal ejecutiva 

La sentencia declarativa no es susceptible de ejecución forzosa. Como dice Prieto 
Castro, "no produce ninguna efectividad fuera de ella misma· y; por tanto, no es sus­
ceptible de progresar ni producir una ejecución forzosa'' 4 • El proceso tuvo por objeto 
una pretensión dirigida a obtener una simple declaración. Y, en torno a este objeto, 
giró toda la actividad de las partes y del juez, y se pronunció la sentencia. La tutela 
jurisdiccional queda satisfecha con la simple declaración. La certeza se habrá conse­
guido y se evitará que en actuaciones ulteriores· se ponga en entredicho la situación 
declarada en la sentencia como existente o inexistente. 

Ahora· bien, si pese a la declaración de la sentencia, se producen actos que des­
'conocen la existencia o inexistencia de la situación jurídica, ¿no sería posible acudir 
a la ejecución forzosa para la anulación del acto? ¿Sería necesario un nuevo proceso 
contra el acto, después de agotar la vía administrativa, a fin de que prevalezca la de­
claración de la sentencia? 

Es úecesario tener en cuenta que en el proceso administrativo, a diferencia del 
proceso civil, la pretensión por puramente declarativa qtie sea, se ha formulado frente 
a la Administración Pública, después de haberse instado ante ella y de haberlo dene­
gado por un acto administrativo previo. ¿Hasta qué punto esta Administración Públi­
ca, que ha sido parte en el proceso y ha sido vencida en el mismo, puede desconocer 
después el contenido del fallo? 

Parece evidente que· si el desconocimiento del' pronunciamiento de la· sentencia 
fuera por otro acto administrativo puramente declarativo en sentido contrario, se po­
dría .instar la anulación de este último en procedimiento de ejecución de sentencia. 
Pero, normalmente, no ocurrirá así. El desconocimiento de lo declarado en la senten­
cia tendrá lugar por actos dictados en procedimientos con objeto · determinado, por 
actos que, desconociendo aquella realidad, impongan consecuencias contrarias a · lo 

· que la sentencia declaró. 
Supongamos, por ejemplo, que-b sentencia declarativa se limitó a reconocer que 

el demandante · tenía la condición de funcionario de ese determinado cuerpo y cate­
goría. No se pidió nada más ni, por tanto, la sentencia fue más allá de la simple decla­
ración de que así era. 

Pues bien, si,años.después, la Administración Pública.convoca un concurso en el 
que se exige para participar aquella concreta condición y no se admite al concurso el 
que obtuvo sentencia declarativa en tal sentido, ·por el único :motivo de entender que 
no reunía el requisito, ¿podría instar la anulación de la exclusión, el reconocimiento 

4. Tratado, cit., I, p. 445. 
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del derecho a tomar parte en el concurso y la condena a la Administración a admi­
tirle en un procedimiento de ejecución forzosa dimanan!~ de la sentencia puramente 
declarativa dictada hace años? ¿O sería necesario formular una pretensión de condena, 
que daría lugar a un nuevo proceso? 

Aun cuando los puros principios procesales nos dijeran que esto último es lo 
correcto, dada la amplitud con que se regula en nuestro ordenamiento el incidente de 
ejecución, creo que es posible en estos casos evitar el calvario de un nuevo proceso 
para hacer valer una situación jurídica que ya fue declarada por. una sentencia firme. 

Ha de admitirse la posibilidad de que, en ejercicio de aquella sentencia declara­
tiva, se impongan a la Administración Pública las consecuencias derivadas del pro­
nunciamiento declarativo. 

V. PRETENSIONES CONSTITUTIVAS 

1 . Las prete11sio11es co11s1itutivas 

La pretensión es constitutiva cuando lo que se pide al órgano jurisdiccional es la 
creación, modificación o extinción de una situación jurídica preexistente. Se trata de 
que la sentencia cree una situación jurídica ( constitutiva en sentido estricto), o ex­
tinga una situación jurídica (pretensión resolutoria). 

Se solicita del órgano judicial una sentencia que, en sí misma, produzca un efecto 
directo en las relaciones jurídico-materiales, creándolas, modificándolas o extinguién­
dolas. De aquí las diferencias de las pretensiones meramente declarativas. Pues míen.­
tras la sentencia estimatoria de una pretensión. declarativa se limitará a pronunciarse 
sobre la existencia o inexistencia de una relación jurídica, la setencia constitutiva de­
terminará la mutación de la realidad jurídico-material. 

Si las sentencias constitutivas constituyen los supuestos excepcionales en el pro­
ceso civil, son el supuesto normal en el proceso administrativo, siempre y cuando se 

, reconozca al propio Tribunal potestades para producir este efecto directo. 

En cuanto es presupuesto del proceso administrativo, un acto administrativo, que 
se presume legítimo y es ejecutivo, del mismo dimanan unas relaciones jurídicas. La 
pretensión dirigida contra el acto, aun cuando se limite a solicitar la anulación. si es 
estimada, dará lugar a una sentencia que comportará la anulación del acto y, consi­
guientemente, la extinción de la relación jurídica derivada del mismo. Pero si lo que 
se pretende no es simplemente la anulación y consiguiente· extinción de las relaciones 
jurídicas, la pretensión -y subsiguiente sentencia estimatoria- pueden determinar la 
creación o la modificación de la relación jurídica. En efecto: 

a) Si el acto administrativo había denegado el reconocimiento de· la reláción 
jurídica, por estimar que no se daban las circunstancias que constituían los requisitos ' 
de la misma, y la sentencia considera que se han cumplido estos requisitos, de la mis­
ma derivará el nacimiento de la relación jurídica. 

La diferencia entre la pretensión -y sentencia- declarativa y constitutiva de­
pe~derá, según se ha dicho, de que la relación jurídica exista o no con anterioridad: 
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mientras en la sentencia declarativa el juez se limita a constatar su extinción, en la 
. constitutiva reconocerá el nacimiento de la situación jurídica. 

La diferencia, por supuesto, es sutil. Y cuando nuestras leyes dicen que podrá 
pedirse el reconocimiento de una situación jurídica, presuponen la existencia del de­
recho. El derecho, la relación jurídica existían antes de que el acto administrativo lo 
negase. Por lo que la sentencia viene a reconocer lo que ya existía. 

b) Si el acto administrativo presupone la existencia de la relación jurídica y el 
demandante considera que el acto infringe el ordenamiento jurídico al configurar al­
guno de los elementos de la relación, se pretenderá la modificación de la relación a 
fin de que se ajuste al ordenamiento jurídico. La relación jurídica subs.istirá después 
de la sentencia; pero se habrá modificado aquel elemento que infringía el ordenamien­
to jurídico (v.gr. cuantía del justiprecio o de una indemnización, condiciones de una 
concesión; contenido de una licencia). 

Ahora bien, para que pueda hablarse de una sentencia administrativa constitutiva 
es necesario que la modificación de la relación jurídica sea un efecto directo de la 
sentencia, que la sentencia en sí misma produzca la modificación de la realidad jurídica. 
Lo que, por supuesto, todavía no ha sido reconocido al juez en muchos ordenamientos. 
Pues todavía existen ordenamientos en que las potestades del juez se limitan a la simple 
anulación del acto y a la declaración del reconocimiento de la relación jurídica o de 
cómo debe quedar conformada ésta. Pero será la Administración Pública la que tiene 
potestades para sustituir el acto anulado por otro que configure la relación jurídica 
de acuerdo con el ordenamiento jurídico. 

c) La pretensión de que se reconozca una situación jurídica no debe limitarse 
al supuesto de derechos subjetivos en sentido técnico, ni siquiera en el sentido amplio 
en que Jo viene entendiendo la jurisprudencia de nuestros países. Sino que debe admi­
tirse su formulación al titular de un simple interés personal y directo. Pues para que 
quede satisfecho este interés -y coi:t ello el derecho a la tutela jurisdiccional efecti­
va- no bastará en muchos casos con la anulación del acto. Esta será suficiente, por 
ejemplo, cuando del acto objeto de impugnación dimanan los efectos perjudiciales a 
ese interés ( actividades molestas, insalubres o peligrosas; prestación de servicios pú­
blicos perjudiciales, etc.). Pero no bastará la simple anulación cuando el interés del 
demandante resulte lesionado porque la situación jurídica dimanante del acto impug-· 
nado no es conforme a ese interés legítimo ( v.gr. no recuperación de la posesión de 
un camin~ público, trazado de una vía pública ... ) . 

De aquí que parezca oportuna la reforma de la Ley en el sentido propuesto por 
la ponencia de Eduardo Ortiz, si bien resulta excesiva la casuística del art. 22, tal y 
como se entiende debe ser reformado. 

2. Eficacia jurídico-material 

En los ordenamientos jurídicos, como· el de Costa Rica, en que el juez adminis­
trativo tiene potestades para anular el acto administrativo y, además, reconocer, mo­
dificar o extinguir la relación jurídica, la sentencia será constitutiva y producirá direc­
tamente efectos en las relaciones jurídico-materiales. 
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Esta efic~cia está sujeta a límites, que vendrán dados en función del contenido 
del acto administrativo impugnado y del de la pretensión deducida. A tal efecto, hemos 
de partir de una norma general consagrada en nuestras leyes: que la sentencia que 
anulare el acto o disposición producirá efectos erga om11cs. "producirá efectos -dice 
la Ley- entre las partes y respecto de las personas afectadas por las mismas··. Res­
pecto de esta norma general se imponen las distinciones siguientes: 

A. Situaciones jurídicas derivadas de actos anulados 

Las situaciones 'jurídicas derivadas del acto anulado se extinguen, dcsapurecen. 
Si aquellas situaciones jurídicas únicamente afectaban al demandante (v.gr. ordenán­
dole la realización de obras en un edificio de su propiedad, expropiación · individual 
de un derecho de que es titular) por su propio contenido, su eficacia no se extenderá 
a persona distinta del démandante, por no existir otros afectados. 

Pero si, por el contrario, el acto afectaba a otras personas (v.gr. sanción colec­
tiva, expropiación de un conjunto de bienes, anulación de un concurso en que habían 
participado otras personas), y la pretensión no se fundó en motivos propios del de­
mandante ( v.gr. que la sanción era improcedente al mismo o la expropiación ilegal 
en cuanto afectaba a su derecho) sino en infracciones del ordenamiento general que 
viciaban de invalidez el acto en general, la anulación producirá efectos crga omnes: 
la sanción quedará sin efecto respecto de todos los sancionados, o la expropiación 
respecto de todos los bienes expropiados. 

B. Reconocin1iento d~ una situación jurídica individualizada 

Si lo que se pretendió -y la sentencia reconoció...:_ fue una situación jurídica 
individualizada, creando lo denegado por la Administración Pública o modificando la 
existente, en principio; no se extiende la eficacia de la sentencia más allá de la perso­
na del demandante. La anulación del acto administratirn impugnado que había dene­
gado la petición previa de reconocimiento o modificación de la situación jurídica no 
tendrá otro alcance que el puramente procesal de privar de efectos al acto previo, 
para llegar a_l pronunciamiento sobre el reconocimiento de un derecho subjetivo al 
demandante o de la modificación de la relación jurídica de que era parte. Pero no se 
extenderá a otras personas que se encuentren en la misma situación, por idéntica 

qu_e sea. 
No obstante, la jurisprudencia española, en aplicación del principio constitucio­

nal de igualdad, ha ido progresivamente extendiend~ ,los efectos de la seniencia cons­
titutiva que reconoce un derecho subjetivo al demandante a los que se encuentran en 
idéntica situación. Pensemos en un colectivo de funcionarios que pretenden el' reco­
nocimiento de unos mismos derechos económicos -v.gr. determinados sueldos o re­
tribuciones complementarias- o de otra naturaleza -situación escalafonal,· jubilación 
a determinada edad-. Si sólo una parte del colectivo incoó el proceso administrativo 
en el que se dictó sentencia favorable, ¿hasta qué punto esta sentencia beneficia a los 
demás? 
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No son. sólo los principios generales los que. imponen la limitación· subjetiva de 
la eficacia de la sentencia, Sino razones de di.versa índole, Como la seguridad jurídica 
y lo irrazonable que sería que quienes nada· arriesgaron obtuvieran los beneficios del 
fallo, Sin haber realizado gasto alguno, sin haberse enfrentado con la Administración 
-todo proceso supone un enfrentamiento-, se encontrarían con unos derechos por 

.los que no han luchado. 
Sin embargo, com_o he. indicado, la jurisprudencia española ha ido ampliando los 

efectos subjetivos .. de la sentencia;._ siemp.re. dentro de los plazos de la prescripción, 
Pues si una vez dictada sentencia hubiera prescrito el derecho. (v.gr. derecho a percep­
ción de determinados haberes), no podrá reconocerse. el derecho a los que noincoa-

ron el proceso. , 
Hay .que reconocer· que, ant.e una· sentencia desestimatoria, reconociendo una 

situación jurídica, la Administ,ración, en aplicación de los principios señalados; suele 
extender sus efectos a. los no d.emandantes que se encuentren. en idéntica .situación, sin 
necesidad de la intervención judicial. Cuando se trata de funcionarios, la razón es 
obvia: ¡,cómo va a reconocerlos a los que tuvieron la osadía de oponerse y litigar, y 

negárselos a los que fueron buenos, fieles y sumisos? 
Pero si no ocurre así y la Administración se limita a aplicar la sentencia en sus 

propios términos,, ¿cuál es la solución de la jurisprudencia? 
La única solución procedente, correcta, sería incoar una nueva petición ante la 

Ad.ministración a la que serviría de apoyo la sentencia ya dictada, si bien únicamente 
como precedente. Y, frente' a la ·denegación. expresa .o presunta de esta petición, se 
incoaría un nuevo proceso en el que si la sentencia fuese contradictoria,. podría ser 
impugnada mediánte recurso de revisión, 

Pero últimamente, el Tribunal Supremo ha llegado. a atribuir eficacia erga omnes 
a la sentencia constitutiva que reconoció unos derechos· a los demandantes, permitién­
dose la efectividad y extensión, de los derechos a favor de terceros en vía de ejecución. 
En este. sentido un Auto de la.Sala Quinta del Tribunal. Supremo de 29 de noviembre 
de. 1985, delimita así la cuestión: . .• 

."El .problema --<lice- consiste en determinar el modo de hacerse ,extensivos es-
tos efectos, si pued.en pedirse directamente en fase. de ejecución de sentencia, perso­
nándose en ella los afectados, o han de solicitarlo de la Administración, , , y frente a 
su denegación s'eguir un proceso diferente". · 

Y sobre esta cuestión, el Auto, en los fundamentos jurídicos 3• a s• sienta esta 
importante doctrina: 

"Reiterada jurisprudencia (sentencias de 16 noviembre de 1960, 5 de noviembre 

de 1971, 24 de mayo y 22 de dicie111bre de 1972, 29 de junio de 1981) se había 
inclinado por esta segunda solución, declarando que ante la negativa de la Ad­
ministración, debía interponerse los recursos prncedentes. y el contencioso-admi-

.. nistrativo, en el cual operaría la cosa. juzgada y no· se podría discutir nuevamen­
te el asunto. Sintetizando los argumentos de estas sentencias se reducen a los 
siguientes: la necesidad de actos administrativos que materialicen las declaracio­
nes de las sentencias extensible a otros afectados; que la potestad de hacer eje­
cutar lo juzgado no llega a la· ejécución en un sentido de operaciones físicas o 
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técnicas, que le incumben a la Administración, según el art. 103 de la LJ; opor­
tunidad de que las entidades administrativas condenadas' en una sentencia, como 
cualquier otro sujeto puedan cumplir voluntariamente la sentencia; mayor· ga­
rantía para los administrados, ya que la complejidad de las medidas que pueden 
ser tomadas, impone que los actos administrativos donde se concreten puedan 
ser controlados por el Tribunal sentenciador; por último, que la declaración de 
cuando la cosa juzgada afecta a terceros, caso del art. 86-2 citado, requiere la 
confrontación de la sentencia con la petición de los· afectados por ella, lo que 
no es propio de la fase de ejecución. 
El art. 117-3 de· la Constitución, recogido en el 2Q de la· Ley Orgánica del Poder 
Judicial de 2 de julio de 1985, robustecen la autoridad y la fuerza de los Tribu­
nales, a los que atribuyen en exclusividad la potestad de juzgar y hacer ejecutar 
lo juzgado en toda clase de procesos, por lo que han desaparecido las diferencias 
entre ejecución contencioso-administrativa y en el orden civil, siempre que pro­
duzcan una merma de la tutela judicial efe~tiva del art. 24 de la Constitución 
y no se hallen amparadas por leyes acordes con la Constitución en esa línea, las 
sentencias del Tribunal Constitucional de 7 de junio de 1984 y 18 de enero de 
1985, declaran que hacer ejecutar lo juzgado supone requerir la colaboración 
de la Administración para que dicte los actos que den efectividad al mandato de 
la sentencia y que para instarla, se hallan habilitadas las partes interesadas, se­
gún el art. 11 O de la Ley de la jurisdicción, que pueden ser personas diferentes 
a quienes fueron parte en el proceso anterior. 

Por consiguiente, hay que com·patibilizar el principio constitucional de la tutela 
judicial efectiva, con el también constitucional de seguridad jurídica. Sin mer­
ma de la posibilidad del Tribunal sentenciador de adoptar todas las medidas 
precisas para traducir a la realidad las consecuencias de las declaraciones de la 
sentencia, la Administración necesita dictar· actos administrativos de · obligada 
emisión y realización material, según le ordene aquél, ya que en virtud del prin­
cipio de legalidad, los entes administrativos no pueden obrar de · otra forma. 
Ahora bien: si la Administración no · reconoce los efectos del art. 86-2· de la 
Ley jurisdiccional, no ha de ·seguir un nuevo proceso administrativo, lo cual 
haría poco operativa dicha norma, sino que frente a la negativa, _los afectados 
pueden, conforme a los arts. 103 y siguientes de la citada Ley, instarse dentro 

· de la fase ejecutiva del· proceso anterior, parn que los efectos de· la sentencia les 
alcancen" 5• 

3. Eficacia jurídico-procesal ejecutiva 

La sentencia constitutiva no requiere ejecución. El efecto ejecutivo no es propio 
de estas sentencias, sino dé la acumulación de una pretensión constitutiva a otra de 
condena. 

5. Cfr. comentario de este Auto en P. GONZALEZ SALINAS, La •ficacia jurídica de las sen­
tencias, REDA, NQ 46, 



ESTUDIOS 19 

Ahora bien, la sentencia constitutiva, como toda sentencia, encierra, además de 
un juicio lógico, un imperativo de voluntad que satisface la pretensión y que debe ser 
acatada. Sería inconcebible que ante una actitud de resistencia a respetar la relación 
jurídica constituida por la sentencia, no fuera admisible una actuación del órgano 
judicial, conducente a que se respetare el fallo. No es que la sentencia constitutiva no 
excluya la necesidad de realizar actos consecuenciales que no tienen carácter ejecutivo, 
como dice Prieto Castro, sino más bien de acreditamiento o constancia 0 • Sino que no 
excluye la posibilidad de medidas de ejecución. Sin necesidad de que a la pretensión 
constitutiva se acumule otra de condena y sin que la sentencia contuviera pronuncia­
miento en tal sentido, el reconocimiento en el fallo de la existencia de una relación 
jurídica, será título suficiente para toda vía ejecutiva encaminada a acomodar la rea­
lidad con aquella relación jurídica. 

Es evidente, sin embargo, que será necesaria la pretensión de condena -no bas­
tará la puramente constitutiva- cuando la tutela jurisdiccional comporta necesaria­
mente una prestación de la Administración demandada. Por ejemplo, si lo que se· dis­
cute es el derecho a una indemnización o a percibir unos haberes, no bastará que la 
sentencia reconozca el derecho a la indemnización o a los haberes. Será necesario que 
la Administración pague la cantidad correspondiente al demandante. Será necesario 
que pida -y la sentencia contenga. un pronunciamiento en tal sentido- la condena 
al pago de la cantidad. 

En el supuesto de que el demandante omitiera tal petición de condena y se limi­
tase a pedir el reconocimiento del derecho, ¿podrá el juez administrativo dictar sen­
tencia de condena? Y si la sentencia no contuviera pronunciamiento condenatorio, 
¿sería imposible la ejecución forzosa sin otra sentencia de condena? 

Aunque así se ha estimado a veces, en aplicación de elementales principios pro­
cesales, no tendría sentido. obligar al que obtuvo sentencia favorable reconociendo un 
derecho. subjetivo a incoar un nuevo proceso en demanda de una sentencia de con­
dena para hacer efectivo lo que ineludiblemente exige el contenido del derecho. Ha de 
entenderse implícita en la sentencia que se limita a reconocer una situación jurídica. 
la condena· a adoptar cuantos actos, medidas y providencias fuesen necesarios para 
el restablecimiento del orden jurídico perturbado por el acto impugnado. 

Y es que, como regla general, las pretensiones que se formulan en el proceso 
administrativo, como las que se formulan en el proceso civil, son pretensiones de 
condena. 

A ellas nos referimos a continuación. 

VI. PRETENSIONES DE CONDENA 

1 . Las pretensiones de condena 

La pretensión es de condena cuando lo que se reclama del órgano jurisdiccional 
es la imposición de una situación jurídica al demandado. Si por ser reconocida por el 
demandado no se cuestiona la situación jurídica y únicamente se pretende su imposi-

6. Tratado, cit., I, p. 455. 



REVISTA DE DERECHO. PUBLICO N9 26 / 1986 

ción al mismo, será una pretensión pura de· condena; si se cuestionaba la situación 
jurídica, el órgano jurisdiccional deberá pronunciarse primero sobre la situación jurí-· 
dica y en segundo lugar sobre la prestación que debe realizar el demandado,. por lo 
que será pretensión declarativa o constitutiva y, además, de condena.· Por ejemplo, si 
la Administración Pública no discute el derecho a determinados haberes de los de­
mandantes, -pero no los paga, la pretensión y la sentencia. se'rán de condena; pero si 
la Administración niega el derecho a los haberes, las pretensiones y la sentencia serán 
constitutivas (reconocimiento del derecho) y de condena (que se haga efectivo), 

La sentencia estimatoria ,de una pretensión de condena, impone al demandado 
una situación jurídica, lo condena a unas prestaciones (positivas o negativas), o a un 
hacer. No se trata ya de que el demandado respete genéricamente la situación jurídica 
reconocida en la sentencia; sino de que realice una prestación concreta, positiva· o 
negativa. 

Muchas son las modalidades de prestación a que puede ser condenado el deman­
dado en el proceso administrativo, según la función· administrativa en cuyo ejercicio . 
se dictó el acto objeto de-impugnación. En razón a los efectos ejecutivos de la senten­
cia (a que después nos referimos especialmente), ofrece singular importancia la si­
guiente distinción: 

A. Que la prestación · haya de realizarse por los particulares 

Aun cuando en un proceso administrativo es parte una Administración Pública 
y la petición se dirige frente a un acto de ésta sujeto al Derecho administrativo,. la· 
prestación que; en definitiva, ha de realizarse para restablecer el orden jurídico per­
turbado, puede corresponder a un administrado. A la Administración Pública que 
dictó el acto anulado siempre le corresponderá al menos una prestación:. la. de adop­
tar las medidas ejecutivas idóneas para que el administrado realice aquello a que viene 
.obligado. Pero es éste, el administrado,. el· particular, el que ha de ejecutar la pres­
tación. 

Los .. ejemplos son numerosos. Pensemos en la sentencia que condena a ejecutar 
obras para adecuar un inmueble a la ordenación urbanística, o a. la demolición de un 
inmueble en estado de ruina, o al pago del _justiprecio de una expropiación forzosa 
por razón de interés social. de que fue beneficiario un particular .. En todos estos su­
puestos, la persona que ha de realizar la prestación es un particular, no un ente ,públi­
co investido de prerrogativa. 

B.
1 

Que la prestación hubiera de refi(izarse_ por la Ad1ninistració11. Pllblica 

Las distintas modalidades que puede adoptar la prestación pueden clasificarse en 
dos grandes grupos, según que consista en la eri.treg'a o no en una cantidad de dinero. 

a. Condena al pago de wia cantidad d_e dinero 

Las sentencias administrativas acaban frecuentemente · en una condena al pago 
de una cantidad de dinero. Pues, a las dictadas como consecuencia de una. pretensión 
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con este objeto, hay que unir las de indemnización-.cuando no exista otro medio de 
restaurar el orden jurídico perturbado y las indemnizaciones por responsabilidades en 
que se incurre en la ejecución de las sentencias. 

Y ,justamente respecto de· estas sentencias se plantean las dificultades dimanantes 
de· las prerrogativas de las Administraciones Públicas en el ámbito presupuestario. 

b. Condena a otras pr_estaciones 

Cuando las prestaciones que hubiere .de realizar la Administración Pública son 
de naturaleza distinta a las del pago de una cantidad de dinero, las dificultades de su 
ejecución derivan, más que de prerrogativas legales, de la prepotencia de quien tiene 
en sus manos los resortes de la fuerza. 

Las prestaciones a que puede venir obligada la Administración para · -en frase 
de nuestras leyes- el reconocimiento de la situación jurídica individualizada y "el 
pleno restablecimiento de i'~ misma" son· tan variacths que no es posible una clasifi­
cación. Pueden ir desde. la simple abstención de cual_quier actuación obstaculizadora 
de la actividad dedarada legítima por \a sentencia, hasta la. entrega a ~n· concesionario 
de la gestión de un servicio público de que fue separado. Quizás, la distinción más 
importante a efectos prácticos sea entre prestaciones que puedan ser realizadas o no 
por _persona distinta a la Administración obligada. 

Exponente de la infinita variedad de pretensiones de condena posibles es la re­
dacción propuesta por la Ponencia presentada a la Segunda Comisión de la reforma 
de la Ley de Jurisdicción. contencioso-administrativa de .Costa Rica a que antes me 
he referido. La nueva redacción .que se propone del art. 22 por el Profesor Ortiz, sa­
crificando la técnica legislativa a fin de reflejar en el texto los supuestos: que pueden 
plantearse, contiene .una. prolija cnumernción de las más importantes y sobre las que 
la dificultad de admisión por los Tribunales puede preverse por la tradición jurispru­
dencia!. Ejemplo expresivo lo constituyen los apartados 2 y 3 de este artículo, tal y 
como figuran en la propuesta. 

Creo, sin embargo, que la casuística de este artículo, como la· del art. 82 al regu­
lar los correlativos pronunciamientos de la sentencia, es excesiva. No es necesario des­
cender a tanto detalle. Se puede, sin olvidar la técnica legislativa, limitarse a fórmulas 
más generales que, sin llegar a lo que constituye una desconfianza en la capacidad 
del juzgador, sean lo suficientemente expresivas para que éste pueda dictar los pronun­
ciamientos y condenar a la Administración .a realizar to.das las . prestaciones que exija 
la satisfacción, no sólo de los derechos subjetivos, sino también de los intereses le­
gítimos. 

Quizás el supuesto en que sí parece imprescindible la referencia· expresa es el del 
acto discrecional, tal y como se regula en el inciso primero del número 2 del art. 22, 
según la redacción propuesta en la .reforma. Aparte, naturalmente, el ya señalado 
anteriormente, de no limitar el reconocimiento de las situaciones jurídicas individua­
lizadas, a los casos de derechos subjetivos en sentido técnico, sino que debe extenderse 
a· la condena a realizar todo aquello que exija la satisfacción de los interes~s legítimos. 
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2. Eficacia jurídico-materia/ 

Las sentencias de condena no producen efectos directos en la realidad· jurídico­

material. A diferencia de las constitutivas -que crean, modifican o extinguen una 

situación jurídica-, las de condena ·se limitan a imponer una situación jurídica ya 
existente. 

Como antes se ha dicho, las sentencias administrativas estimatorias, por lo gene­
ral, tienen un doble carácter: son constitutivas, en cuanto crean o modifican las rela0 

ciones jurídicas dimanantes del acto administrativo objeto de impugnación; y en cuan­

to condenan a realizar las prestaciones necesarias para la plena eficacia en la realidad 
material de la innovación producida en la realidad jurídica son de condena. 

3. Efectos procesales ejecutivos 

A. Efectos ejecutivos de las sentencias de condena 

La sentencia que estima una pretensión de condena contiene un mandato al de­
mandado para que realice el contenido de la condena. Si el obligado cumple el man­
dato, se agota la eficacia de la sentencia; si el obligado la incumple, provoca la actua­

ción de los órganos ejecutivos. La sentencia pasa a ser el título de ejecución, la sen­
tencia legitima la adopción de medidas encaminadas a la· plena realización del fallo. 

Y llegamos al momento en que se produce la más grave quiebra del Estado de 
Derecho. No sólo en aquellos ordenamientos jurídicos que carecen de una reglamen­
tación adecuada o en los que existe una reserva expresa de la competencia ejecutiva 
a favor de la Administración 7, sino en aquellos en que se ha llegado a reconocer a 
los Tribunales la potestad de hacer ejecutar lo juzgado sin distinción alguna y, por 

tanto, frente a la Adminitradón Pública. Pues a la hora de descender a lo que pueda 
hacer un juez ante la resistencia de la Administración Pública a cumplir los fallos, se 
acaba reconociendo la impotencia del Poder Judicial para lograr que se cumplan sus 
mandamientos, y todo culmina en la responsabilidad de los titulares de los órganos 
competentes para realizar aquellas actividades no susceptibles de sustitución a que 

obliga la condena. 
De aquí la importancia del examen en concreto de la proyección ejecutiva de las 

sentencias, según las modalidades de condena. 

B. Condenas a prestaciones que han de realizar los particu/áres 

En estos supuestos, si la Administración no procede a la ejecución forzosa frente 
al obligado, utilizando en cada caso el medio de ejecución adecuado, debe prescindirse 
de la intervención de la Administración y procederse a la ejecución de la sentencia 
frente al particular obligado. Podrán seguirse las vías procesales de ejecución previs­
tas en la legislación procesal civil sin especialidad alguna. Bastará con eliminar toda 

7. Una breve referencia a los mismos en mi trabajo Derecho procesal administrativo hispano­
americano, Bogotá, _1985, pp. 384 y s. 
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intervención obstaculizadora de la Administración -si efectivamente lo es- y acudir 
a los Tribunales para la ejecución del fallo. 

Será la parte que obtuvo la sentencia estimatoria la que decidirá el procedimiento 

a seguir. 

Las dificultades surgen cuando es la Administración Pública la que ha de reali­
zar la prestación que constituye el contenido de la condena. Dependerán en gran me­
dida del tipo de prestación exigido. 

C. Condenas al pago ·de dinero por una entidad pública 

a. Condena al pago de cantidad y ejecución 

· S( a lo que condena la sentencia es a dar una cantidad de dinero, su efectividad 
se conseguirá entregando al que obtuvo la sentencia favorable esa cantidad. La ejecu­
ción forzosa tenderá a satisfacer al acreedor con la entrega del dinero. Para ello, será 
necesario obtener del obligado el dinero o bienes que, una vez enajenados, se traduz­
can en dinero. Por esta razón se llama a este tipo de ejecución expropiatoria: para 
obtener la cantidad de dinero que ha de ser entregada al ejecutante, han de· ser expro­
piados los bienes del ejecutado y, a través del embargo y sobre todo de su realización 
forzo·sa, liquidados y convertidos en el dinero que se precisa 8• 

b. Obstáculos a la ejecución de las condenas al pago de cantidades de 
dinero 

A la ejecución procesal de las condenas a las entidades públicas a pagar cantida­
des de dinero, se oponen dos principios consagrados en casi todos los ordenamientos: 

a'. - La legalidad presupuestaria 

Las Administraciones Públicas únicamente pueden hacer efectivas las obligaciones 
de pago dentro de los límite.s de sus presupuestos respectivos, debidamente aprobados. 
Firme una sentencia de condena al pago de una cantidad líquida, será exigible de las 
Haciendas públicas; pero su cumplimiento dependerá de que exista partida presupues­
taria prevista, con fondos suficientes. 

Si no existe (lo que constituirá el supuesto normal) no existirá otra alternativa 
qne esperar a incluir la partida en el primer presupuesto ordinario o la aprobación de 
un suplemento de crédito. Que no dependerá de los órganos administrativos. 

De aquí que los ordenamientos del proceso administrativo traten de· garantizar 
que no se paralice y siga con la debida diligencia la tramitación del correspondiente 
suplemento de crédito. 

Lo que da lugar a que aquellos que han obtenido sentencia favorable, esperen 
pacientemente a que haya partidas presupuestarias para cobrar el justiprecio, la in­
demnización, la devolución del importe indebidamente exigido o la certificación de 

8. GUASP, Derecho procesal administrativo, cit., II, p. 200. 
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iln contrato de obra. Y, naturalmente, quien logrará hacer efectivo el crédito no será 
el primero en el tiempo. Sino el de mayor influencia, mejor defendido o que utiliza 
otros medios menos confesables por·caer.cn el ámbito penal. Con lo que se infringe, 
no sólo el derecho a la tutela efectiva, sino el derecho a la igualdad ante la Ley. 

b'. La inembargabilidad de los caudales públicos 

El otro principio que obstaculiza la ejecución personal de las sentencias de con­
dena es el que proscribe el embargo y despachar mandamientos de· ejecución contra 
los caudales públicos. 

Exista o no partida presupuestaria suficiente, no es posible la ejecución contra 
los caudales .Públicos ni el emb.argo de los bienes de .las entidades públicas. ni su ulte­
rior .realización para convertirles en dinero. 

c. Justificación a estas prerrogativas 

Ha llegado a considerarse que tales prerrogativas son incompatibles con el dere­
cho a la tutela judicial efectiva y la atribución a lo.s Tribunales y Juzgados de la po­
testad de hacer ejecutar lo juzgado, sin establecer distinción a favor de los entes pú­
blicos 9• 

Ha de reconocerse, sin embargo, el incuestionable .. fundamento de aquellos prin­
cipios. No se puede, indiscriminadamente, dirigir la ejecución forzosa frente a cual­
quier tipo de bien de las entidades públicas. No ya respecto de los afectos a un servicio 
público, sino respecto de los puramente patrimoniales. 

Por lo que se ha propuesto como posibles soluciones que la áden de ejecución 
forzosa, el embargo, el apremio, se ejercitará, no sobre cualquier fondo público, sino 
sobre el Banco de España o el equivalente .de cada Estado, regulador de la tesorería 
del Estado, consignándose estos pagos contablemente .como anticipos de tesorería 10• 

Lo que constituye, eri definitiva, dirigir la ejecución forzosa contra caudales pú­
blicos y, por tanto, la supresión cÍe los principio.s expuesto_s. 

Existe otra solución a que me he referido reiteradamente y que se ha tratado de 
consagrar en las leyes: la consignación de una. partida -suficientemente dotada­
d.estinada exdusivamente a hacer efectivas las condenas de los Tribunales, sobre la 
que pudieran despacharse mandamientos de ejecución u. 

9. En la Memoria del Consejo del Poder Judicial de 1982 (p. 81) se dice que estas prerrogativas 
."carentes de · encaje constituCional, pero de algún modo constituye una gráve limitación a la 
-independencia de los Jueces y Tribunales". Me remito a mi trabajo El derecho a la tutela irt­
dicial, Madrid, 1984, pp. 135 y ss. · 

10. GARCIA DE ENTERRIA, Tratado de Derecho admi11istrativo, 2~ ed., Madrid 1981, JI, pp, 
563 y ss.; MARTIN REBOLLO, La responsabilidad patrimonial de la Administración en el 
panorama europeo, REDA, 1980, pp. 3 t y ss.; CANO r..fATA, E;ecución judicial de senten­
cias contencioso-administrativas. El embargo a la Administración, como manifestación del 
principio de tutela judicial efec1iva, RAD, N9 103: pp. 42 y s. 

11. Así, en El proceso adminístratil'o y la Constirución, incluido como estudio preliminar en mis 
Comentarios a la LJ, Madrid, 1978, .pp. 96 y s .. 
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· d. Las dificultades reales de la efectividad de las condenas al pago de 
cantidades líquidas 

Pero la dificultad, mejor, la imposibilidad de que las sentencias de condena al 
pago de cantidades líquidas se hagan efectivas frente a la Administración radica en 
causas muy distintas. 

Y no son otras que la asunción por el Estado de fines que exceden con mucho 
sus posibilidades reales. Asume la ejecución de obras, realiza prestaciones, organiza 
servicios sin contar con medios suficientes. 

Si no le es posible· consignar partidas suficientes para las necesidades reales pre­
supuestadas, ¿cómo va a poder consignar en la cuantía realmente exigida una fabulosa 
partida para responder.de las hipotéticas.condenas de los Tribunales que se produzcan 
durante. el ejercicio? . 

Y ¿cuáles serían las consecuencias a la economía nacional si se admitiera la eje­
cución sobre el Banco regulador de la tesorería de Estado? 

No nos engañemos. La mayoría de los Estados se encuentran en un estado tal de 
insolvencia, que podríamos calificarle de quiebra. Y. de quiebra fraudulenta. 

Pues bien, ante estas situaciones de insolvencia, no ·son válidos los procesos de 
ejecución singular. Sino los procesos de ejecución colectiva. U nico modo de evitar la 
tremenda desigualdad que supone que algunos, los más avisados o con menos escrú­
pulos, hagan efectivo en su totalidad en plazos más que razonables sus créditos, mien­
tras. otros no los harán efectivos jamás, o después de muchos años de insistencia, 
paciencia y resignación. 

Esta es la razón de que en tanto subsista la política de muchos Estados, por mu­
cho que nos esforcemos en arbitrar fórmulas legales encmninadas a reforzar las po­
testades de .los Tribunales en los procesos de ejecución singular, no será posible la 
tutela judicial efectiva ni respetar al prin,cipio de igualdad ante la Ley. 

e. La ejecución de condenas al pago de dinero y la reforma de la Ley 
española 

No obstante las dificultades, se sigue intentando que las regulaciones sobre el 
proceso administrativo consagren fórmulas más eficaces para garantizar la ejecución 
de las sentencjás. 

Como sabéis, como consecuencia de la entrada en vigor de la nueva Ley orgá­
nica del Poder Judicial en España, está corriendo el plazo de un año para que el 
Gobierno remita a. las Cortes un proyecto de nueva Ley de la Jurisdicción Conten­
cioso-administrativa. Con este motivo, se han ido elaborando distintos anteproyectos 
de Ley, en los que se trata de fac11itar la ejecución. En el último de los anteproyectos 
elaborados, al menos, el último que yo conozco, en uno de lqs artículos ( el I O 1) 
aparecen estas medidas: 

l ') Que en los presupuestos de todas las Administraciones Públicas figure ne­
cesariamente una partida de gastos para la ejecución de sentencias definitivas y eje-
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cutorias de los Tribunales contencioso-administrativos cuando el contenido sea patri­
monial. 

2'). Que la sentencia equivaldrá a todos los efectos a la orden del pago corres­
pondiente, según fa Ley General Presupuestaria. 

3') Que las partidas presupuestarias tendrán la condición de automáticamente 
ampliables en función de la cuantía de la sentencia, con cargo a las mismas. 

4') Que en todo caso se abonarán ·al reclamante desde el día en que nació el 
derecho a ser pagado hasta aquel en que el pago se haga efectivo. Estos intereses se 
calcularán al interés d_el Banco de España. 

Salvo la última, dudo mucho q'ue lleguen a obtener la sanción legislativa estas 
revolucionarias medidas. Y creo que algunas son más que discutibles. Como esa am­
pliación automática de las partidas presupuestarias. La única medida que ofrece cier­
tas garantías sería la primera si realmente fuese vinculante para el Parlamento y si 
se estableciera cómo debería cuantificarse la partida de gastos en relación al importe 
total del presupuesto. 

f. La ejecución en la reforma de la Ley de Costa Rica 

En la reforma del art. 23 de vuestra Ley que se propone en la Ponencia del 
Prof. Ortiz, trata de dejarse abierta la vía de la ejecución forzosa, en los siguientes 
términos ( apartado 3) : 

"Podrán embargarse y rematarse, dentro de la vía ejecutiva contra. la Adminis­
tración, . todos sus bienes de Derecho privado que no sean indispensables, ni 
estén específicamente adaptados al cumplimiento de un fin público determinado 
a su cargo, en el momento en que se notifica su embargo. Se entienden com­
prendidos en este concepto los fondos pecuniarios, las cuentas corrientes y los 
valores documentales de la Administración que no estén afectados a un fin 
específico por Ley o acto administrativo eficaz". 

Respecto de esta reforma me permito señalar: 
-Que considero muy discutible la oportunidad de privar a los bienes de los 

entes públicos de esta prerrogativa, aunque "no sean indispensables, ni estén específi­
camente adaptados, al cumplimiento de un fin público determinado a su cargo". 

-Que, aun cuando ~e admitiera, ante la situación económica de los entes públi-· 
cos provocada por una política de asumir fines para los que carecen de medios, muy 
pronto les veríamos totalmente privados de estos bienes patrimoniales, -haciéndoles 
imposÍble la normal prestación de los servicios públicos. 

-Que, como después se señala, ante la pluralidad de acreedores, la ejecución 
singular conduciría a situaciones de manifiesta desigualdad en contra del administrado 
menos diligente o peor defendido. 
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D. Condenas a la entrega de cosas 

a. Condena a la entrega de coms y ejecución 

Si la sentencia condena a la entrega, no de dinero, sino de cosa distinta, la eje­

cución se concretará en la dación de una cosa específica. Las actuaciones procesales 
de esta ejecución, que la doctrina procesal · denomina satisfactiva, se dirigirán a entre­

gar la cosa determinada en la sentencia. Lo que exigirá el apoderamiento de la cosa 

por el órgano jurisdiccional y su entrega al ejecutante ". 
La ejecución forzosa no puede ser más simple y sencilla: una vez localizada la 

cosa, se procederá a poner al demandante en la posesión de la misma, practicando a 
este fin las diligencias que solicite. 

b. La ejecución satis/activa frente a la Administración Pública 

El hecho de que la cosa, mueble o inmueble, se encuentre en poder de un ente 
público no constituye razón suficiente para alterar el régimen general de la ejecución 
satisfactiva, tal y como se regula en las leyes procesales civiles. 

Si la Administración Pública no pone al demandante en la inmediata posesión 
de la cosa, lo hará el órgano jurisdiccional. 

Las leyes procesales administrativas -así la LJ española, arl. 107-, al regular 
la imposibilidad de ejecutar la sentencia, no se refiere tan sólo a. la imposibilidad ma­
terial -desaparición física de la cosa, destruccíón del inmueble- sino a "imposibi­
lidad legal" 13• Por tanto, cuando una modificación operada de conformidad a la ley 
hiciere imposible la recuperación de la cosa por un particular, se transformaría la 
entrega en el pago de una cantidad de dinero. Por ejemplo, si expropiada una parcela 
urbana, se ha convertido después de los correspondientes procedimientos y ejecucio­
nes materiales en una plaza o calle pública. No tendría sentido restituir al expropiado 
la cosa, alterando toda la red viaria de un planeamiento urbanístico. 

Pero, salvo los supuestos de imposibilidad legal, ha de rechazarse cualquier obs­
táculo a la ejecución procesal. El juez 'tiene plenas potestades para adoptar cuantas 
medidas y diligencias fuesen necesarias para vencer las re.sistencias que surjan para 

poner al demandante en posesión de la cosa. La fuerza pública deberá asistir al juez 
y actuar bajo sus órdenes. 

Aquí, las dificultades de la ejecución no son legales. No dimanan de prerroga­
tivas que el ordenamiento reconozca a los entes públicos. Sino de situaciones de hecho. 
Pues, como antes decíamos, en definitiva estas fuerzas de seguridad qne constituyen el 
instrumento para ejercer la coacción necesaria para cumplir los mandatos judiciales 
son del Ejecutivo, que es el obligado a la ejecución. 

En épocas de falta de autoridad no es infrecuente que no se empleen los resortes 
que tiene el Poder para vencer resistencias, incluso de particulares que no se resisten 
a desalojar un bien ocupado en cumplimiento de un acto administrativo que ha sido 

12. GUASP, Der~cho procesal civil, cit., ll, pp. 223 y ~s. 
13. Cfr. comentario al art. 107 en mi Comemarios a la LJ, cit. 
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anulado por la jurisdicción. Y no sólo porque el Ejecutivo se resista a. los mandatos 
judiciales. Sino porque los propios jueces no se atreven a adoptar las órdenes precisas. 

c. Las medidas de ejecución con la reforma _de la Ley española 

En España el anteproyecto de Ley a que antes me he referido, trata de superar 
las dificultades señaladas con medidas que podrían ser aplicables también a la ejecu­
ción transformativa, a que después aludiremos. 

Estas medidas son: 

1') Reconocer al Tribunal potestad para ejecutar la sentencia a través de sus 
propios medios o requiriendo la colaboración de los agentes de la Administración 
(art. 103). Se trata de reducir todo lo posible los supuestos en qué haya de· acudir á 
los agentes de la Administración. Pero, desgraciadamente, será el supuesto más fre­
cuente. Pues los medios de que disponen los Tribunales no son los más idóneos para 
vencer las resistencias de los órganos del Ejecutivo. 

2') Si el Tribunal requiere la colaboración de los agentes de la-Administración, 
éstos "no podrán excusarse de ello bajo ningún precepto". Y si concurriesen circuns0 • 

tancias que impidieran la colaboración, el superior jerárquico del obligado Jo expon­
drá al Tribunal, dentro de los 5 días siguientes al requerimiento, con expresión de los 
medios sustitutorios que estime procedentes, a fin de previa aud.iencia de las. partes, 
adoptar la resolución que proceda. 

Pero al final se acaba siempre en Jo mismo: responsabilidad civil y criminal. 
Responsabilidad criminal que, si se exigiera debidamente, podría ser enormemente 
eficaz. El problema radica en que apenas si se utiliza. Se ha I!egado a calificar de 
"burla nacional" la norma que obliga a dedicar tanto de culpa· ·a] Tribuna! del orden 
penal. Esto explica que en el anteproyecto· de reforma de la Ley española a que me 
he referido, se trate de reforzar la automaticidad de la medida en los siguientes tér­
minos (art. 105,3): 

'Transcurridos los plazos fijados por el Tribunal sin que se hubiese ejecutado por 
el órgano competente la actividad requerida, se apercibirá a sus titulares para que 
procedan a su inmediato cumplimiento y, si transcurriesen cinco días desde el 
apercibimiento sin h.áberlo efectuado, se deducirá el tanto de culpa que corres­
pondiese y se remitirá al día siguiente al Tribunal competente". 

E. Condena a una condllcta distinta 

a. Condena a ww conducta dislinta de dar y ejecución 

Si la sentencia condena a hacer algo distinto a la consistente en dar ( dinero u otra 
cosa), la ejecución se concretárá en la realización de la conducta a que se condenó 
al demandado. 

Las actuaciones procesales de esta ejecución que la doctrina procesal denomina 
transformativa no tratarán de conseguir que se entregue algo al ejecutante, sino algo 
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distinto al dar; no se limitará al acto aislado de una dación o entrega, sino que supo­
ne o puede suponer conducta extensa transformadora de la realidad material 1

·
1

• 

El pleno restablecimiento y reconocimiento de la situación jurídica individuali­
zada reconocida en la sentencia (en términos del art. 62, a) de la Ley de Costa Rica 
de 1966 y del art. 84,b) de la Ley española de 1956), puede exigir la realización de 
algo distinto a la entrega de dinero o de una cosa específica. Muchas y varias son las 
conductas físicas posibles a que puede venir obligada la Administración Pública y a 
cuya realización tiende la ejecución. Pero pueden reconducirse a dos grupos, según 
que consista en deshacer o hacer algo. 

b. Condena a deshacer 

Si como consecuencia del acto administrativo anulado por la sentencia se hu­
biere ejecutado materialmente ·algo que contraviniere el ordenamiento jurídico, el ·¡.es­
Útblecimiento de la situación jurídica anterior obligará a deshacer lo indebidamente 
hecho.· Asimismo, si la sentencia hubiera condenado a no hacer algo y el condenado 
lo hiciere, la ejecución se concretará en deshacer lo hecho. Sin embargo, en el Dere­
cho español existe un precepto en la Ley de Enjuiéiamiento Civil que parece impedir 
al juez la destrucción material: el art. 925, que dispone que "si el condenado no hace 
alguna cosa que quebrantare la sentencia, se entenderá que opta por el resarcimiento 
de perjuicios, los que se indemnizarán al que hubiera obtenido la ejecutoria". Al co­
mentar este artículo, se ha dicho que la Ley adopta un criterio desacertado, puesto 
que ningún inconveniente habría de autorizar al juez a la destrucción material de lo 
indebidamente hecho,· cuando el .título de ejecución así lo establece"· 

Realmente, no existe inconveniente alguno en que el juez administrativo pueda, 
en ejercicio de sus potestades, proceder a que se deshaga lo indebidamente hecho, a 
través de lós agentes que estime oportuno, si no lo hace voluntariamente la Adminis­
·tración Pública condenada, a costa de ésta. Por lo que la ejecución transformativa se 
·convertiría en una ejecución expropiativa. Como también se produciría esta transfor­
mación en los casós de imposibiÍidad legal de· ejecución material. 

La jurisprudencia española ha incluido en este supuesto el de modificación legis­
lativa, pues sería absurdo deshacer algo que puede volver a hacerse a tenor de la nueva 
·normativa. 

c. Condena a hacer 

Se impone la distinción entre dos subgrupos distintos, según que el hacer a cargo 
de la· Administración condenada lo tenga que hacer ella exclusivamente, por no ser 
jurídica o económicamente igual que lo haga otra persona, o que, por no· _darse estas 
circunstancias, pueda hacerlo cualquiera. 

a) Si se trata ·de hacer algo que sólo puede hacerse por la Administración, y 

no cabe la ejecución subsidiaria, en el proceso administrativo, no se reducen las po-
' . . 

14. GL!ASP, De,echo procesal ciril, cit., II, pp. 230 y ss. 
l5'. ·.Así. GUA:SP, Derecho pi-ocesal ch·il, cit., U, p. 236. 
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sibilidades ejecutivas a sustituir la prestación por la indemnización de daños y per­
juicios. Pues, como antes señalamos, en caso de incumplimiento dentro de los plazos 
fijados y del apercibimiento, se prevé se deduzca el tanto de culpa frente al titular 
del órgano responsable. 

Ultimamente, en el proceso civil se está imponiendo una medida que hace tiem­
po fue propuesta por la doctrina para el proceso administrativo como una de las más 
eficaces para el complemento de las condenas a hacer algo en que no se pueda sus­
tituir a la Administración: la multa coercitiva al titular del órgano. 

Sin embargo, no está entre las innovaciones del anteproyecto de la nueva Ley 
española de la Jurisdicción. 

b) Si se trata de hacer algo en que es posible la sustitución, no hay razón algu­
na para privar al juez de la plenitud de potestades para hacer ejecutar Jo juzgado. 

Si la Administración condenada no realiza aquello a que viene obligada para el 
pleno restablecimiento de la situación jurídica perturbada, "se hará a su costa", dice 
la Ley de Enjuiciamiento Civil española (art. 924). El Tribunal adoptará las medidas 
que sean necesarias para que se realice a costa de la Administración. 

Una vez más, se acaba en la ejecución expropiativa, por lo que ésta constituye 
la ejecución ordinaria. La obligación de hacer se transforma en obligación de indem­
nizar. 

VII. EPILOGO 

He tratado de ofreceros un resumen de los problemas que plantea la regulación 
del proceso administrativo en uno de los aspectos de mayor trascendencia, para que 
pueda hablarse de una tutela jurisdiccional efectiva. Y, por tanto, uno en los que la 
regulación actual resulta más afectada por la reforma que estáis estudiando. 

Pero no hay que esperar demasiado de las reformas legislativas. Pues es incues­
tionable que hemos llegado a unas regulaciones del proceso administrativo que, rec­
tamente interpretadas y aplicadas, conferirían al administrado una efectiva tutela ju­
risdiccional. 

Si en la realidad no es así, no es por defecto de las instituciones procesales,· ni 
por las prerrogativas que todavía ostentan las Administraciones Públicas. Las causas 
son muy distintas. Y no son ni mucho menos las más importantes el abuso de esas 
prerrogativas, la arbitrariedad de los políticos y la falta de decisión de los jueces al 
no ejercer hasta sus últimas consecuencias las potestades que les reconoce la Ley. 

La causa última de la quiebra de la ·tutela jurisdiccional efectiva no es otra que 
la de la falta de medios económicos de unos Estados en verdadera situación de quie­
bra. Que es como se encuentra la inmensa mayoría. Lo que les impide dotar a la Ad­
ministración de Justicia de los elementos necesarios para superar la desesperante len­
titud de los procesos, y poder cumplir las condenas al pago de dinero, en que acaban 
la inmensa mayoría de las ejecuciones. 

No sé si habréis observado cómo acaban los Congresos, Encuentros o Asam­
bleas cjue se celebran en los más distintos sectores: pidiendo al Estado una mayor 
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atención presupuestaria. Si es sobre comunicaciones y transportes, se piden mejores 
carreteras, o aeropuertos, o ferrocarriles. Si es sobre Educación, pidiendo más Univer­
sidades y Escuelas, Laboratorios mejor dotados, profesores mejor pagados. Si es sobre 
Sanidad, lo .que se pide es más y mejores Hospitales, con todas las conquistas de la 
técnica moderna, con más camas, con más personal sanitario preparado. 

Pero los Estados tienen unos medios limitados. No pueden hacer todo lo que se 
les demanda. No todo lo que quieran los políticos. Por lo que se impone la sensatez 
y la prudencia al asumir fines y funciones, y la máxima austeridad en la gestión. 

No quiere esto decir que debamos renunciar a todo esfuerzo dirigido a perfec­
cionar nuestros procesos administrativos. Pues por alto que sea el nivel alcanzado por 
nuestras leyes, siempre será posible dar un paso más en esta lucha por garantizar la 
sumisión de la Administración Pública al Derecho en que estamos empeñados. 


